
RECHAZO A LA POSTULACIÓN DE JOSÉ LUIS PALAZZO Y EDMUNDO 

BARBARÁ COMO PROFESORES EMÉRITOS  

 

 

La Facultad de Derecho de la Universidad Nacional de Córdoba ha presentado un pedido 

de designación como Profesores Eméritos de dos docentes de esa unidad académica 

comprometidos con la dictadura de 1976. Varias personalidades e instituciones 

(Comisión Provincial de la Memoria, Espacios de la Memoria de la Provincia de Córdoba, 

Mesa Provincial de Trabajo por los Derechos Humanos, Junta Ejecutiva de ADIUC y 

afiliados docentes, entre otras), cuestionan el otorgamiento del reconocimiento 

académico de profesores eméritos de la UNC a José Luis Palazzo y a Edmundo Barbará. 

Las conductas públicas de estos profesores –participación activa en funciones de la 

dictadura militar y apoyo al terrorismo de Estado– son contrarias al sistema constitucional 

y estado de derecho de la República Argentina y de su pueblo porque infringen los propios 

fines de nuestra Universidad Nacional de Córdoba, reglados en sus Estatutos (art.2 incs. 

b, c, d y e; 4 incs.a y b; 57 y 81), aspectos directamente dañados por el régimen cívico 

militar al que estos profesores adhirieron. En este sentido, la labor de la universidad 

establece la convivencia democrática para una integración comunitaria de sus miembros, 

difundiendo el saber en toda la población, para la actuación del universitario en el seno 

del pueblo, con sensibilidad y aportando con su atención la solución a los problemas 

comunes (art.2). Para ello la UNC reconoce la autonomía en el marco constitucional, 

garantizando la participación con libertad de pensamiento y expresión, de cátedra e 

investigación, promoviendo el espíritu crítico del estudiante y del saber como proceso 

creativo (arts. 3, 4, 57 y 81). Premisas todas avasalladas por el régimen dictatorial que 

integraron los docentes antes nombrados. Edmundo Barbará desempeñó distintas 

funciones, fue subsecretario y secretario de Gobierno, en cuatro oportunidades, de la 

intendencia de Córdoba, entre 1981 y 1982, durante la gestión de Rubén Pellanda como 

interventor del gobierno de facto en la Municipalidad de Córdoba, comprometiéndose 

públicamente con los principios dictatoriales (Philp, 2016: 280). Por otra parte, firmó 

aquella nefasta “Carta Abierta al Embajador de Estados Unidos en Argentina”, publicada 

en el diario Córdoba en 1978, en la que se negaba la violación de los derechos humanos 

en nuestro país. Con respecto a José Palazzo, entre otras razones a considerar, citamos a 

Claudio Orosz – abogado querellante de la megacausa La Perla– quien ha expresado que 

“durante un allanamiento dispuesto oportunamente por el Tribunal Federal Número 3 en 



la casa de Luciano Benjamín Menéndez se encontró una carta firmada por el propio 

militar en la que reconoce a Palazzo por haber colaborado en la eliminación de la 

`subversión` en la planta de la Empresa Provincial de Energía de Córdoba (EPEC)”, 

donde se desempeñaba como jefe de personal. Entre los empleados de EPEC 

secuestrados, desaparecidos y torturados se cuenta el gremialista Tomás Di Toffino. Es 

conocido que, posteriormente, Palazzo asumió como Fiscal de la Provincia de Córdoba, 

también durante la dictadura. No resulta admisible para el sistema democrático que una 

universidad pública otorgue tales designaciones a partícipes de un régimen que hizo 

desaparecer y asesinó a estudiantes y profesores de esta misma universidad, además de 

quemar libros y otras iniquidades. Y menos, que esto ocurra en el ámbito de una Facultad 

de Derecho, donde se forma a quienes honran y crean fundamentos legales y jurídicos 

que posibilitan avanzar hacia una sociedad más justa, solidaria y de pleno respeto a los 

derechos. Creemos, además, que dicha resolución sería una deshonra para el conjunto de 

profesores de la UNC con probadas virtudes académicas y ciudadanas. Los valores 

antidemocráticos de esta propuesta comportan un claro retroceso de los ideales 

democráticos y republicanos que históricamente ha expresado la Universidad Nacional 

de Córdoba, un desdichado mensaje que, de concretarse, se transmitiría a un alumnado 

que merece formarse bajo el lema de Memoria, Verdad y Justicia, en todos los ámbitos 

de la vida social, y en un claro compromiso con los derechos humanos y el ¡Nunca Más!  

La UNC –autónoma e integrada a las instituciones democráticas argentinas– no puede 

honrar a quienes con su accionar fueron activos representantes del sistema de terror que 

afectó a la sociedad argentina y a ella misma en particular, por lo que los nombrados se 

encuentran éticamente inhabilitados. En nuestro carácter de Profesores Eméritos y 

Eméritas, Consultos y Consultas de la UNC nos pronunciamos por el no otorgamiento de 

esta distinción honorífica a los mencionados 


